Cuando trabajar no alcanza, los derechos están en juego

Hay una pregunta que debería orientar cualquier debate sobre el trabajo: ¿permite vivir con dignidad? Cuando el ingreso obliga a elegir entre comer bien, pagar el alquiler o comprar medicamentos, necesitamos mirar qué condiciones ofrece ese empleo y qué derechos garantiza.

En octubre, el presidente Javier Milei cuestionó la expresión “no llegar a fin de mes” preguntando cómo alguien podría vivir diez días sin comer ni beber. Esa lectura desconoce las renuncias que hay detrás: comer menos o peor, pedir prestado, postergar la salud. También puede significar sumar horas de trabajo a costa del descanso y del tiempo con la familia. Escuchar esas experiencias es el primer paso para dar respuestas.

Las cifras ayudan a dimensionar el problema. En el segundo trimestre de 2026, el INDEC registró una desocupación del 7,9% y una informalidad que alcanzó al 45% de las personas ocupadas en los 31 aglomerados urbanos relevados. En mayo, miles de personas hicieron fila desde la madrugada por 60 puestos en un frigorífico de Moreno. Esa imagen nos interpela: ¿qué margen tiene para negociar sus condiciones quien necesita un ingreso con tanta urgencia? Las protecciones laborales existen para equilibrar una relación en la que las partes tienen distinto poder.

Las dificultades también se expresan en la alimentación. Una encuesta de UNICEF realizada en 2025 mostró que tres de cada diez hogares con niñas, niños y adolescentes habían restringido el consumo de alimentos por falta de dinero. Poder comer todos los días, pero sin acceder a una alimentación suficiente y nutritiva, también es una privación de derechos.

Desde Amnistía Internacional llevamos esta mirada al debate sobre la reforma laboral. Publicamos un análisis que advirtió sobre los riesgos de debilitar las protecciones, trasladar costos a quienes trabajan y profundizar desigualdades. También señalamos la necesidad de garantizar derechos a quienes trabajan en plataformas, incluida la protección frente a accidentes y garantías para cuestionar decisiones automatizadas arbitrarias que pueden afectar su sustento.

Me preocupa que se naturalice la incertidumbre como condición para trabajar. Un empleo digno debe ofrecer ingresos suficientes, jornadas razonables, descanso, protección social y libertad para organizarse. La innovación y las nuevas formas de contratación deben ampliar esas garantías. Las empresas tienen la responsabilidad de respetarlas y el Estado, la obligación de protegerlas.

Defender los derechos laborales también es defender la posibilidad de proyectar: poder criar, estudiar, descansar o atravesar una enfermedad sin que todo se derrumbe. Por eso necesitamos discutir qué trabajo estamos creando, cómo se distribuyen sus beneficios y qué futuro permite construir.
